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Cortés González, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de diciembre de 2021. 

Comparecen a este tribunal intermedio el señor Modesto 

Rivera Veaz, su esposa, la señora Mary Koett Rosas y la Sociedad 

Legal de Gananciales compuesta por ambos (parte apelante) 

mediante recurso de Apelación. Solicitan que revoquemos una 

Sentencia parcial dictada el 7 de septiembre de 2021 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Fajardo. Mediante 

ésta, el foro primario declaró Con Lugar la Solicitud de Sentencia 

Sumaria instada por la Cooperativa de Ahorro y Crédito Las 

Piedras (Cooperativa Las Piedras o parte apelada,) en cuanto a la 

reclamación de cobro de dinero comprendida en la demanda de 

epígrafe, por entender que no existía razón para posponer dicho 

dictamen hasta la resolución total del pleito.  

En consecuencia, el foro a quo condenó a la parte apelante a 

pagar a la Cooperativa Las Piedras una suma ascendente a 



 
 

 
KLAN202100872  

 

Pág. 2 de 17 

$604,791.80 en concepto de principal e intereses adeudados al 30 

de septiembre de 2019, más los intereses pactados a razón de 

8.50% anual acumulados que continuaran acumulándose desde la 

fecha antes indicada hasta el saldo total de la deuda, así como la 

cantidad de $40,000.00 en concepto de costas, gastos y honorarios 

de abogado, según previamente pactado en caso de reclamación 

judicial. A su vez, a través del referido dictamen apelado, el 

tribunal de primera instancia le concedió a la parte apelante un 

“último término de veinte (20) días para que proceda a enmendar 

su reconvención conforme a [la] Resolución del 25 de octubre de 

2019 …, so penas de ordenar su desestimación”.1  

La Cooperativa ha comparecido mediante Alegato de la Parte 

Apelada Cooperativa de Ahorro y Crédito Las Piedras, en que aboga 

por la corrección de la sentencia objeto de apelación. 

Contando con la postura de ambas partes, damos por 

perfeccionado el recurso y procedemos a adjudicar el recurso que 

nos ocupa. 

I. 

El expediente revela que el 5 de febrero de 2018, la 

Cooperativa Las Piedras incoó una Demanda sobre cobro de dinero 

y ejecución de hipoteca en contra del señor Rivera Veaz, su esposa, 

la señora Koett Rosas y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos. Alegó que el 30 de junio de 2010, le 

concedió a la parte apelante un préstamo comercial por la suma de 

$400,000.00 para la compra de un terreno que sería destinado al 

desarrollo de un proyecto de viviendas. Indicó que, para garantizar 

dicho préstamo, los apelantes suscribieron un pagaré hipotecario a 

favor de la Cooperativa Las Piedras o a su orden, por la suma 

principal de $400,000.00, más intereses a razón de 8.50% anual y 

 
1 Véase, Anejo 10, pág. 78 del Apéndice del Recurso.  
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demás créditos accesorios, mediante el Affidavit Núm. 1968 

suscrito el 4 de junio de 2010 ante el Notario Héctor Ramón 

Crespo Milián. Añadió que los apelantes constituyeron una Primera 

Hipoteca2 en garantía del referido pagaré mediante la Escritura 

Número (30) otorgada en la misma fecha y ante el mismo notario.  

Expresó que era la actual acreedora y tenedora del pagaré 

hipotecario antes mencionado, e indicó que los demandados-

apelantes habían incumplido con su obligación de pago y 

adeudaban la cantidad de $466,693.76 en concepto de principal e 

intereses. Ante ello, declaró vencida la deuda y solicitó al tribunal 

que ordenara a los demandados a pagar la cantidad de 

$466,693.76 en concepto de principal e intereses, más intereses 

acumulados hasta el saldo total de la deuda, así como la suma 

previamente pactada ascendente a $40,000.00 en concepto de 

costas, gastos y honorarios de abogado. Por último, en caso de no 

satisfacerse la sentencia que en su día recayera, la Cooperativa Las 

Piedras solicitó al tribunal que decretara le ejecución del bien 

inmueble hipotecado y ordenara su venta en pública subasta.  

La parte apelante presentó su Contestación a Demanda 

unida a una Reconvención. Levantaron varias defensas afirmativas 

e incorporó a su contestación las defensas y aseveraciones de la 

reconvención. Adujeron que el incumplimiento alegado en la 

demanda, fue causado por la parte apelada debido a su 

incumplimiento con una serie de acuerdos que permitieron la 

eventual concesión del préstamo, cuyo pago la Cooperativa Las 

Piedras reclama. Expusieron que el propósito del préstamo en 

cuestión, según recomendado por la parte apelada, fue adquirir el 

terreno en el que se desarrollarían el proyecto de vivienda Vistas de 

 
2 Según la demanda, la referida hipoteca a favor de la Cooperativa Las Piedras 
consta inscrita al Folio 1 del Tomo 490 del Registro de la Propiedad, Sección de 

Fajardo, Finca número 5020, inscripción tercera. Ver, Anejo 1, pág. 2 del 

Recurso y Anejo I, Anejo III, pág. 36 del Alegato en Oposición.   
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Salinas. Añadieron que el referido proyecto fue financiando 

mediante un préstamo interino de construcción concedido a Vistas 

de Salinas, S.E. y Múltiple Engineering Corp. (MEC), también por 

la Cooperativa Las Piedras, entre cuyos garantizadores figuraban 

los demandados, aquí parte apelante, en su carácter personal.3  

Señalaron que la parte apelada sabía, al momento de 

aprobar el préstamo cuyo pago se solicita, que la fuente de repago 

provendría de los fondos del préstamo interino de construcción 

arriba mencionado.4 Alegaron que “[l]a Cooperativa había 

acordado, y así figuraba en la documentación sometida, que el 

préstamo de Fajardo [entiéndase, el préstamo de $400,000.00 en 

cuestión] se pagaría con cargo a las certificaciones mensuales que 

Vistas sometía de la construcción del proyecto”.5 Sostuvieron que 

la Cooperativa Las Piedras había “detenido el pago de las 

certificaciones de obra”, lo que afectó severamente la liquidez de 

Vistas de Salinas, el pago de aportaciones, entre otros.6  

Sostuvieron, además que, “[l]a Cooperativa aprobó varios 

pagos del préstamo … que fueron certificados en el préstamo 

interino [de construcción], pero luego detuvo los desembolsos, 

incumpliendo con los acordado”.7 Por lo tanto, aseveraron que “[a]l 

detener los desembolsos y negarse a pagar según lo acordado, los 

demandados-reconvinientes [parte apelante] se quedaron sin 

fuente de repago para el préstamo de [$400,000.00]”.8 Así, 

manifestaron que los actos dolosos y negligentes de la parte 

apelada eran la causa directa, eficiente y única de los atrasos del 

proyecto Vistas de Salinas y, por consiguiente, de la falta de repago 

del préstamo comercial objeto de demanda. 

 
3 Véase, Anejo 2, pág. 5, párrafos 2 y 3 de la Reconvención, Apéndice del 

Recurso. 
4 Íd., pág. 7, párr. 22.  
5 Íd., párr. 15. 
6 Íd., pág. 6, párr. 12. 
7 Íd., pág. 7, párr. 16. 
8 Íd., párr. 17. 
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En respuesta, la Cooperativa Las Piedras presentó una 

moción de desestimación, argumentando que las alegaciones y 

daños reclamados en la reconvención habían sido objeto de un 

pleito previo, a cuyo pleito le puso fin una Sentencia por 

Transacción9 producto de un acuerdo entre las partes. La parte 

apelante se opuso a la moción de desestimación. En ésta, 

desligaron el acuerdo transaccional y puntualizaron que éste 

giraba, únicamente, en torno al préstamo interino de construcción 

y en nada aplicaba al préstamo comercial en controversia.  

Tras la celebración de una vista argumentativa, el asunto 

quedó sometido a la consideración del tribunal de primera 

instancia. El 25 de octubre de 2021, este dictó una Resolución 

mediante la cual declaró Sin Lugar la solicitud de desestimación de 

la Cooperativa Las Piedras. El tribunal primario, además, ordenó a 

la parte apelante a que en el término provisto enmendara la 

reconvención que interpuso, de conformidad con unas directrices 

particulares impartidas por dicho foro. Concluyó que la doctrina de 

cosa juzgada aplicaba a las alegaciones relacionadas con el 

préstamo interino de construcción, por haber sido atendidas en el 

pleito previamente adjudicado mediante sentencia por transacción.  

Determinó no desestimar la reconvención y respecto a la enmienda 

a ésta, en particular, indicó lo siguiente:   

a. La parte demandada solo podrá exponer materias 
comprendidas en la controversia del préstamo 
comercial de autos. Podrán permanecer las 
alegaciones relacionadas con el alegado 
incumplimiento de la Cooperativa en el manejo y 
administración del préstamo comercial y/o 
responsabilidad de la Cooperativa sobre cualquier 
daño que los demandados aleguen que hayan sufrido 
como resultado directo del préstamo comercial aquí en 
controversia. Se recalca que dichos daños no pueden 
ser como consecuencia o a raíz del alegado 
incumplimiento de la Cooperativa con el préstamo 
interino. 
 
 

 
9 Véase, Anejo 4, págs. 26-31. 
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b. No obstante, lo relacionado a los supuestos actos de la 
Cooperativa que son la causa directa de los atrasos del 
proyecto, por lo tanto, de la falta de repago del 
préstamo comercial; o las alegaciones dirigidas al 
alegado incumplimiento de la Cooperativa por su 
negativa a procesar y pagar las certificaciones, 
autorizar desembolsos y cumplir con sus obligaciones 
según aceptadas y pactadas, en cuanto a repago y 
fuente de ingresos del préstamo, no pueden ser 
ventiladas en este pleito. En el caso civil número 
HSCI2013-01189 del Tribunal de Primera Instancia, 
Sala de Humacao, la parte demandada se comprometió 
a desistir con perjuicio de cualesquiera reclamaciones 
y causas de acción relacionadas al préstamo interino.  
   

c. Asimismo, se le recuerda que no podrán alegar daños 
por alegadas actuaciones dolosas de la Cooperativa al 
otorgar el préstamo comercial con el falso propósito de 
darle apariencia de liquidez al Proyecto. Dicha 
alegación formó parte de la demanda en el pleito 
suscitado en el tribunal de Humacao la cual fue 
desistida con perjuicio.  

 

d. Por último, entendemos que deben ser eliminadas todo 
tipo de alegaciones comprendidas en la Reconvención 
que vayan dirigidas a probar los alegados daños que 
de una manera u otra se correlacionen o tengan como 
hecho medular el supuesto incumplimiento de la 
Cooperativa con el préstamo interino [de construcción] 
y sus consecuencias como fuente de repago del 
préstamo comercial que aquí se discute.10   

 

En desacuerdo, la parte apelante presentó Moción de 

Reconsideración (Parcial).11 En esencia, sostuvieron que de una 

revisión de la Estipulación de Sentencia por Transacción surgía de 

que las partes únicamente habían acordado desistir de las 

reclamaciones relacionadas al préstamo interino de construcción. 

Luego de hacer referencia a varios párrafos de la estipulación, en 

apoyo a su contención, arguyó que el desistimiento acordado en el 

caso previo se limitó a reclamaciones sobre el préstamo de 

construcción. Indicó que en ningún momento se pactó ni fue su 

intención renunciar a las causas de acción relacionadas al 

préstamo comercial; pues el desistimiento de estas, contrario a las 

del préstamo de construcción, fue sin perjuicio. La Cooperativa Las 

Piedras presentó oposición.12   

 

 
10 Íd., Anejo 5, págs. 45-46. 
11 Íd., Anejo 6, págs. 50-54. 
12 Íd., Anejo7, págs. 55-59. 
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De otra parte, el 10 de octubre de 2019, poco más de un año 

antes de que el tribunal de primera instancia dictara la resolución 

arriba aludida, la Cooperativa Las Piedras presentó una Solicitud 

de Sentencia Sumaria, en cuanto a la reclamación en cobro de la 

suma presuntamente adeudada por concepto del préstamo 

comercial.13 En ésta, adujo que nada impedía que el tribunal 

dictara sentencia sumaria a su favor, estableciendo la obligación 

de pago de la parte apelante, en cuanto a la deuda reclamada en la 

demanda y que posteriormente se continuara con la causa de 

acción alegada en la reconvención.  Expuso que ésta última 

constituía una causa de acción independiente a la acción en cobro 

de dinero incoada.  

La Cooperativa Las Piedras, argumentó que, conforme a la 

contestación a la demanda, la declaración jurada y demás 

documentos anejados a su solicitud de sentencia sumaria, no 

existía controversia sobre ningún hecho esencial de la reclamación 

de cobro en dinero que impidiera la adjudicación sumaria.14 

Enfatizó que no existía “controversia sobre el hecho de la 

existencia del préstamo comercial otorgado por la Cooperativa a los 

demandados, de la garantía hipotecaria otorgada para el pago del 

mismo ni del hecho de que [al presente] dicho préstamo no [había] 

sido satisfecho”.15  

El 27 de noviembre de 2019, la parte apelante solicitó que se 

prorrogara la dilucidación de la solicitud de sentencia sumaria 

hasta tanto se resolviera su solicitud de reconsideración parcial de 

la Resolución de 25 de octubre de 2019. Tras conceder la prórroga 

solicitada, el 3 de agosto de 2021, el tribunal de primera instancia 

emitió una Orden, declarando No Ha Lugar la reconsideración 

 
13 Íd., Anejo 9, págs. 62-69 del Recurso y Anejo I, págs. 1-40 del Alegato de la 
Parte Apelada. 
14 Ver, pág. 4 del Alegato de la Parte Apelada. 
15 Íd., Anejo 9, pág. 63 del Apéndice del Recurso. 
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parcial.16 A su vez, el foro a quo le concedió un término de (20) días 

a la parte apelante para presentar oposición a la solicitud de 

sentencia sumaria de la Cooperativa Las Piedras.17 Transcurrido 

en exceso el término concedido, esta no presentó escrito 

oponiéndose.   

Así las cosas, el 7 de septiembre de 2021, el tribunal de 

primera instancia dictó sentencia, en la cual adjudicó la moción 

dispositiva instada a favor de la Cooperativa Las Piedras. Dicho 

foro, consignó las siguientes determinaciones de hechos 

incontrovertidos:  

1. La Cooperativa de Ahorro y Crédito Las Piedras es una 
institución de ahorro y crédito con oficinas principales 
en la Calle José C. Barbosa, en Las Piedras, Puerto 
Rico y dirección postal en el Apartado 414, Las 
Piedras, Puerto Rico 00671. 
 

2. Los demandados Modesto Rivera Veaz, y Mary Koett 
Rosas son mayores de edad, casados entre sí, 
propietarios y vecinos de la Calle Marginal C-8, Santa 
Isidra IV, Fajardo, Puerto Rico 00738. La última 
dirección postal de los demandados conocida por la 
parte demandante es: P.O. Box 765, Fajardo, Puerto 
Rico 00738.  
 

3. 3. El día 30 de junio de 2010 la Cooperativa le otorgó a 
los demandados Modesto Rivera Veaz y Mary Koett 
Rosas un préstamo comercial por la suma de 
Cuatrocientos Mil Dólares ($400,000.00) para la 
compra de un terreno para ser utilizado para el 
desarrollo de un proyecto de viviendas.  
 

4. Para garantizar dicho préstamo los demandados 
Modesto Rivera Veaz y Mary Koett Rosas suscribieron 
un Pagaré Hipotecario por la suma de Cuatrocientos 
Mil Dólares (400,000.00) e intereses a razón del 8.50% 
anual y garantizando además la cantidad de Cuarenta 
Mil Dólares ($40,000.00) para costas, gastos y 
honorarios de abogado. 
 

5. El pagaré mencionado en el párrafo anterior se 
garantizó mediante Primera Hipoteca constituida 
mediante la Escritura de Hipoteca número treinta (30), 
otorgada ante el Notario Público Héctor R. Crespo 
Milián, sobre la siguiente propiedad inmueble 
perteneciente a los demandados Rivera Veaz y Koett 
Rosas:  

 

 
16 Cabe mencionar que, inconforme con dicha determinación, la parte aquí 

apelante interpuso recurso identificado bajo el alfanumérico KLCE202101080 

ante este tribunal intermedio. Mediante Resolución de 29 de octubre de 2021, 
esta segunda instancia judicial, adjudicó y denegó la expedición del auto 

solicitado.  
17 Íd., Anejo 8, pág. 61. 
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“RUSTICA: Parcela de terreno compuesta de siete 
mil quinientos diez puntos doscientos cincuenta y 
ocho metros cuadrados (7,510.258 m.c.), 
equivalentes a uno punto noventa y uno cuerdas 
(1.91 cdas), sita en el Barrio Quebrada de Fajardo 
del término municipal de Fajardo, Puerto Rico y en 
lindes por el Norte, con la carretera Estatal número 
novecientos cuarenta (940), antes carretera número 
tres (#3) vieja y con terrenos pertenecientes a Juan 
Nicolás Robles Maldonado y terrenos pertenecientes 
al Estado Libre Asociado de Puerto Rico; por el Sur, 
con terrenos pertenecientes a Gervasio Rivera 
Calderón y terrenos pertenecientes a Francisco 
Rivera Calderón, y por el Este, con terrenos 
pertenecientes a Francisco Rivera Calderón y 
terrenos pertenecientes a Juan Nicolás Robles 
Maldonado; y por el Oeste, con terrenos 
pertenecientes a Gervasio Rivera Calderón y 
terrenos pertenecientes al Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico. Enclava una casa. 
 
Esta descripción es el remanente luego de 
segregaciones y surge la nota marginal al folio 
ciento treinta y seis vuelto (136 vto) del tomo ciento 
cincuenta y dos (152) de Fajardo. 
 
NOTA: La cabida original era dos punto diecisiete 
cuerdas (2.17cdas), equivalente a ocho mil 
quinientos cuarenta y tres punto cuarenta y siete 
metros cuadrados (8,543.47 m.c.), de la cual se 
segregaron mil metros cuadrados (1,000.00 m.c.), 
formando la finca número cinco mil ochocientos 
veintinueve (5829) inscrita al folio uno (1) del tomo 
ciento setenta (170) de Fajardo, y también 
segregaron cero punto cero ochenta y cuatro 
cuerdas (0.0084 cdas), equivalentes treinta y tres 
punto mil cuatrocientos cuarenta y dos metros 
cuadrados (33.1442 m.c.), formando la finca 
número trece mil seiscientos veintiocho (13628) 
inscrita al folio quince (15) del tomo trescientos 
quince (315) de Fajardo.  
 
Consta inscrito a favor de Modesto Rivera Veaz y 
esposa Mary Koett de Rivera, mayores de edad, 
propietarios y vecinos de Fajardo, quienes 
adquirieron por título de compraventa de Miguel 
Ángel Rivera Calderón, casado con María Elisa 
Maldonado Marcano, por el precio de setenta y seis 
mil dólares ($76,000.00), según la escritura número 
seis (6) otorgada en Fajardo, el nueve (9) de enero de 
mil novecientos noventa (1990) ante el notario 
Nelson Jiménez Laracuente, inscrita al folio ciento 
treinta y seis (136) del tomo ciento cincuenta y dos 
(152) de Fajardo, Finca cinco mil veinte (5020), 
inscripción segunda. Por su procedencia libre de 
cargas. 
 
Consta inscrita al Folio Número ciento treinta y seis 
(136) del Tomo número ciento cincuenta y dos (152) 
de Fajardo, Finca Número cinco mil veinte (5020).  

 
6. La Hipoteca por la suma de Cuatrocientos Mil Dólares 

($400,000.00) a favor de la Cooperativa consta inscrita 
al Folio 1 del Tomo 490 de Fajardo, Finca #5020, 
inscripción Tercera del Registro de la Propiedad de 
Fajardo. 
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7. La Cooperativa es la actual acreedora hipotecaria y 
tenedora del Pagaré Hipotecario, mientras que la parte 
demandada es la dueña y deudora hipotecaria de la 
propiedad inmueble dada en garantía. 

 
 
8. Los demandados Rivera Veaz y Koett Rosas se 

encuentran en incumplimiento con las condiciones de 
pago del referido préstamo, adeudando al 30 de 
septiembre de 2019 la cantidad de Seiscientos Cuatro 
Mil Setecientos Noventa y Un Dólares con Ochenta 
Centavos ($604,791.80) por concepto de principal e 
intereses.18  

 

En virtud de esas determinaciones de hechos, el tribunal de 

primera instancia concluyó que procedía dictar sentencia sumaria 

a favor de la Cooperativa Las Piedras, y declaró Con Lugar la 

reclamación en cobro de dinero. En desacuerdo, la parte apelante 

presentó Moción de Reconsideración, la cual fue declarada No Ha 

Lugar.19  

Inconforme, dicha parte acude a este foro apelativo 

intermedio, imputándole al tribunal de primera instancia la 

comisión del siguiente error: 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al dictar sentencia 
sumaria a favor de la Cooperativa de Ahorro y Crédito Las 
Piedras como consecuencia de considerar el caso como una 
mera acción de cobro de dinero aun cuando de la totalidad 
de los autos surge que existe controversia sobre hechos 
esenciales y medulares que impiden el remedio sumario.  
Más aún, el caso se encuentra en una etapa procesal en 
que aún la parte demandante-apelada no ha presentado su 
contestación a la reconvención y no se ha llevado a cabo el 
descubrimiento de prueba alguno.  

 

II. 

-A- 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal, cuyo fin es 

acelerar la tramitación de los casos, pues permite disponer de ellos 

sin celebrar un juicio.  González Santiago v. Baxter Healthcare, 202 

DPR 281, 290 (2019); S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 

184 DPR 133, 166 (2011). Así, la Regla 36 de Procedimiento Civil 

dispone que una parte en un pleito puede presentar una moción 

 
18 Ver, Anejo 10, págs. 72-74. 
19 Íd., Anejos 11 y 12, págs. 80-91 y 92-93, respectivamente.  
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fundamentada “en declaraciones juradas o en aquella evidencia 

que demuestre la inexistencia de una controversia sustancial de 

hechos esenciales y pertinentes, para que el tribunal dicte 

sentencia sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier 

parte de la reclamación solicitada”. 32 LPRA Ap. V, R. 36.1.  

Como corolario, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.3, establece que se debe dictar sentencia 

sumaria cuando de las alegaciones y documentos que se 

acompañen, surja que no existe controversia sustancial de ningún 

hecho material. Ante ello y como cuestión de derecho, procedería 

entonces que se dicte sentencia a favor de la parte promovente. 

SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013). Ello así, 

ya que, como mencionamos, el propósito de la sentencia sumaria 

es acelerar el trámite de un pleito, de manera que se pueda 

cumplir con la Regla 1 de Procedimiento Civil, la cual les garantiza 

a las partes una solución justa, rápida y económica. Meléndez 

González et al. v. M. Cuebas, Inc., 193 DPR 100, 115 (2015).  

No obstante, el Tribunal Supremo ha señalado que existen 

circunstancias en las cuales adjudicación sumaria no es 

aconsejable. Ejemplos de estas circunstancias se encuentran en 

pleitos donde “existe controversia sobre elementos subjetivos, de 

intención, propósitos mentales o negligencia, o cuando el factor de 

credibilidad es esencial y está en disputa”. Ramos Pérez v. 

Univisión de P.R., 178 DPR 200, 219 (2010). Ahora bien, nuestro 

Más Alto Foro también ha indicado que, a pesar de lo anterior, 

cuando resulte clara la falta de controversia sobre hechos 

materiales procede la sentencia sumaria. Íd. 

 Conforme al marco legal arriba expuesto, la parte que se 

oponga a una moción de sentencia sumaria deberá controvertir la 

prueba presentada y simultáneamente cumplir con los mismos 
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requisitos básicos que la parte promovente. Regla 36.3(b)(2), supra. 

Es decir, la parte que se oponga a que se dicte sentencia 

sumariamente deberá probarle al tribunal que en efecto existe una 

controversia real sobre hechos materiales. 

Por otra parte, el Tribunal Supremo se ha pronunciado sobre 

“el estándar específico que debe utilizar el Tribunal de Apelaciones 

en nuestra jurisdicción al momento de revisar denegatorias o 

concesiones de Mociones de Sentencia Sumaria, a la luz de la 

jurisprudencia revisada y las Reglas de Procedimiento Civil 

aprobadas en 2009”. Meléndez González, supra, págs. 117-118. 

Nos ha guiado, determinando en lo pertinente, que el Tribunal de 

Apelaciones está en la misma posición que el Tribunal de Primera 

Instancia al momento revisar una solicitud de sentencia sumaria. 

Íd. pág. 118. Esto incluye un deber de auscultar si en efecto 

existen hechos materiales en controversia y, de encontrar hechos 

materiales incontrovertidos, revisar la aplicación del derecho por el 

Tribunal de Primera Instancia. Íd. págs. 118-119. 

Ahora bien, la jurisprudencia también ha dispuesto que en 

todo momento este Tribunal de Apelaciones estará limitado a 

evaluar los documentos que fueron presentados ante el Tribunal 

de Primera Instancia y a “determinar si existe o no alguna 

controversia genuina de hechos materiales y esenciales, y si el 

derecho se aplicó de forma correcta”. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 

308, 334-335 (2004). Por lo tanto, como foro apelativo intermedio, 

no podemos adjudicar los hechos materiales en controversia, pues 

esto le corresponde al Tribunal de Primera Instancia, aunque si 

nos corresponde evaluar si la prueba documental los apoya. Íd. 

-B- 

Nuestro Tribunal Supremo se ha expresado sobre el requisito 

de que una deuda sea líquida y exigible. Ramos y otros v. Colón y 
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otros, 153 DPR 534, 546 (2001). Cuando se presenta una demanda 

sobre cobro de dinero se debe alegar que la deuda reclamada es 

una líquida, vencida y exigible. Ello así, pues únicamente se 

pueden reclamar por la vía judicial, aquellas deudas que hayan 

advenido líquidas, vencidas y exigibles. Con lo cual, una deuda se 

entenderá líquida, vencida y, por tanto, exigible cuando por la 

naturaleza de la obligación o por haberlo requerido el acreedor, la 

deuda debe ser satisfecha.   

Asimismo, si la cuantía adeudada o debida es cierta y 

determinada, se considera que la deuda es líquida y, por 

consiguiente, exigible en derecho ante su vencimiento. Dicho de 

otra manera, la deuda es líquida cuando se sabe cuánto es lo que 

se debe. Íd.; Freeman v. Tribunal Superior, 92 DPR 1 (1965). A su 

vez, se considera que la deuda es exigible cuando la obligación no 

está sujeta a ninguna causa de nulidad y puede demandarse su 

cumplimiento. Guadalupe v. Rodríguez, 70 DPR 958, 966 (1950). 

Por lo tanto, al alegarse que la deuda es líquida y exigible se 

están exponiendo hechos, a saber: que la cantidad adeudada ha 

sido aceptada como correcta por el deudor y que está vencida. 

Ramos y otros v. Colón y otros, supra. Por ejemplo, si la 

compensación opera como un pago, lo más lógico es, pues, que los 

créditos sean ciertos en cuanto a su existencia o cuantía. Artículo 

1150, 31 LPRA 3222; Fuentes v. Aponte, 63 DPR 194 (1944); Porto 

Rico Fertilizer Co. v. Gandía, 29 DPR 386 (1921). Para determinar si 

las deudas están vencidas se debe atender al carácter de las 

mismas, entiéndase, si son pagaderas desde luego, como ocurre 

con las puras y las sujetas a condición resolutoria, o si son 

pagaderas cuando se venza un plazo o se cumpla una condición, si 

están sujetas a condición suspensiva. Artículo 1150, supra; José 
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R. Vélez Torres, Derecho de Obligaciones, Ed. 2da, 1997, pág. 220-

221. 

III. 

 En el presente recurso, se cuestiona la adjudicación de una 

causa de acción mediante moción de sentencia sumaria, por lo que 

nos enfrentamos a una de las materias comprendidas en la R. 52.1 

de Procedimiento Civil, supra, la cual nos autoriza a entender en el 

dictamen y nos otorga jurisdicción sobre el asunto.   

De entrada, nos compete en primer lugar, determinar si la 

parte promovente de la moción cumplió con las formalidades que 

impone la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, cuando se hace 

uso de este instrumento procesal. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, supra.  

Observamos que la Solicitud de Sentencia Sumaria cumple 

con los requisitos de forma que exige la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra. La parte apelada hizo una exposición 

breve y detallada de las alegaciones de las partes, informó sobre la 

causa de acción y presentó una relación detallada de los hechos 

esenciales y pertinentes sobre los cuales entiende no hay 

controversia sustancial. A su vez, argumentó sobre las razones por 

las cuales debe ser dictada la sentencia sumaria y expuso el 

derecho aplicable a su reclamación. Junto a su solicitud, la parte 

apelada proveyó documentos en su apoyo, los que acreditan 

alegaciones de la demanda; a saber: copia del pagaré hipotecario, 

de la escritura de hipoteca, un estudio de título, una declaración 

jurada prestada por el vicepresidente de crédito de la Cooperativa 

Las Piedras y una certificación sobre balance de cancelación. 

Además, los hechos que propuso hacen referencia a esos 

documentos, así como, al propio reconocimiento hecho por la parte 

apelante en su Contestación a la demanda. 
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En nuestro ejercicio revisor pasamos a evaluar, todas las 

alegaciones y demás documentos para auscultar si, en efecto, no 

existen hechos medulares en controversia y ver si el TPI aplicó 

certeramente el Derecho.  

 Consideramos, que la parte apelante no compareció ante el 

tribunal primario a oponerse a la moción instada por la 

Cooperativa Las Piedras.  Ahora bien, no perdemos de perspectiva 

que, nuestro Alto Foro ha reiterado que, el mero hecho de que la 

parte promovida no presente su oposición a una moción de 

sentencia sumaria no implica que la misma será concedida 

automáticamente, sino que los tribunales debemos evaluar su 

procedencia. Esto, a la luz del derecho sustantivo aplicable, y 

balanceando las consecuencias y limitaciones de no contar con la 

oposición de la parte promovida. 

 En el único error esbozado en su recurso, la parte apelante 

sostiene que incidió el foro a quo al dictar sentencia sumaria tras 

considerar el caso de autos como una mera acción en cobro de 

dinero, aun cuando de la totalidad del expediente surgía que 

existen controversias sobre hechos esenciales y medulares que 

impiden la adjudicación sumaria. Razona que constituyen 

impedimentos para considerar el reclamo sumario que, el caso de 

epígrafe se encuentre en una etapa procesal, en la cual la parte 

apelada no ha presentado una contestación a la reconvención y no 

se ha realizado el descubrimiento de prueba. No nos convence. 

Hemos realizado el ejercicio de adentrarnos a las alegaciones 

formuladas por las partes y en particular a las expuestas en las 

defensas afirmativas y levantadas en la Reconvención interpuesta 

por la parte apelante. Tomamos conocimiento judicial de la orden 

del tribunal primario que requirió enmendar la Reconvención, lo 

que impacta a su vez la contestación a la demanda. Estamos 
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conscientes que, ese paso procesal está pendiente y que el 

dictamen relativo a esa Reconvención fue objeto de un recurso 

apelativo que -ante el foro intermedio- culminó en su denegatoria. 

Hemos revisado detenidamente, también la Estipulación de 

Sentencia por Transacción suscrita por las partes para el caso civil 

número HSCI 2013-01189, relacionada al préstamo de 

construcción.  

El dictamen objeto de revisión, muestra que el foro primario 

consignó ocho (8) hechos que entendió incontrovertidos.  Tras su 

estudio, concluimos que estos encuentran amplio apoyo en la 

prueba documental que obra en el expediente, por lo que acogemos 

cada uno de ellos y los hacemos formar parte de la presente 

sentencia. 

Una mirada a las alegaciones nos permite observar, que 

nada de lo alegado por la parte apelante en la Reconvención tiene 

el efecto de controvertir los hechos propuestos por la Cooperativa 

Las Piedras, a los efectos de crear una controversia real sobre 

hechos materiales atinentes a la acción en cobro de dinero 

contemplada en la demanda. Es decir, de ser probados los daños 

reclamados por la parte apelante en su Reconvención20, y de en su 

día, recaer sentencia a su favor, ello no altera los hechos 

incontrovertidos, según expresados en la sentencia apelada, que 

establecen que: 

 … los demandados suscribieron un Contrato de 
Préstamo comercial por la suma principal de cuatrocientos 
mil dólares ($400,000.00), el cual se encuentra vencido y 
no ha sido satisfecho por los demandados. [Como 
consecuencia de la falta de pago,] [a]l 30 de septiembre de 
2019 los demandados adeudaban la cantidad de 
$604,791.80 por concepto de principal e intereses, por lo 
que claramente incumplieron el contrato de préstamo en 
cuestión.21   
 

 
20 En la Reconvención se solicita como remedio el pago de una suma de dinero 

por concepto de daños económicos.  
21 Íd., Anejo 10, pág. 77. 
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En suma, tras evaluar los documentos que conforman el 

legajo, colegimos que la parte apelante no logró demostrar que 

exista una controversia real sobre hechos materiales que impidiera 

la adjudicación sumaria en cuanto a la acción en cobro de dinero. 

La parte apelante se cruzó de brazos ante la moción dispositiva 

instada. No escapa a nuestro análisis, que era ante el tribunal de 

primera instancia - mediante la correspondiente oposición a la 

moción de sentencia sumaria de conformidad con la Regla 36.3(b), 

supra, - que la parte apelante debía presentar argumentos 

controvertibles y no directamente ante este foro apelativo 

intermedio. Ello, pues independientemente de la extensión de 

nuestra facultad revisora cuando del mecanismo de sentencia 

sumaria se trata, es al foro a quo a quien en primera instancia le 

corresponde evaluar el asunto.  

Por lo que, concluimos que como cuestión de derecho 

procedía que el tribunal de primera instancia declarara Con Lugar 

la solicitud de sentencia sumaria interpuesta por la Cooperativa 

Las Piedras, pues no existía razón para posponer su adjudicación 

hasta la resolución total del pleito. Lo cierto es que, no estaba 

obligado el tribunal primario a esperar que se realizara y 

concluyera el descubrimiento de prueba para adjudicar la misma. 

IV. 

 Por los fundamentos antes consignados, se confirma la 

sentencia apelada.22 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
22 La Sentencia contiene un error que debe ser corregido. Hay una discrepancia 

en la cantidad cuyo pago ordena; entre lo escrito en números y palabras. 


